PROPUESTAS PARA PROYECTO DE LEY.
Referente al polémico hecho del reemplazo de la vacante senatorial dejada por el ex Senador por la Región de Los Ríos y la provincia  de Osorno de la Región de Los Lagos y ahora Ministro de Defensa Señor Andrés Allamand Zavala, cupo que recayó en la designación  del Señor Carlos Larraín Peña  presidente del Partido político Renovación Nacional por parte de la cúpula partidista en desmedro de postulantes de la propia región.
Nuestra Constitución contempla en su artículo 51 el mecanismo de suplencia de las vacantes parlamentarias entregando al partido político perteneciente de quien genera dicha vacante nominar a su reemplazante, lo que consideramos lógico e incluso legítimo cuando la vacante se produce por un motivo de fuerza mayor. 

Ello es posible debido a que la Constitución Política de la República consagra en el capítulo denominado Bases de la Institucionalidad, en su artículo 5 que la Soberanía reside en la Nación. Muy pocas constituciones del mundo sostienen esta noción de soberanía siendo el caso de Chile y Uruguay, el único en Latinoamérica, aunque la Carta Fundamental de este hermano país contempla un mecanismo de iniciativa de ley generada por participación ciudadana. 
Esto deriva de la génesis de nuestra Constitución,  ya que la Comisión de Estudio de la nueva Constitución, encargada por la Junta Militar para elaborar un nuevo texto constitucional que reemplazara la Constitución de 1925, abolida  el 11 de septiembre de 1973, no representó al conjunto de la sociedad chilena, sino sólo al sector social y político que apoyaba a la dictadura militar. Lo mismo ha ocurrido con las Constituciones anteriores (1833,1925) que han sido encargadas a grupos políticos  o personas afines a los gobiernos de turno y no se ha contemplado la opinión popular.

Es por eso que la noción de soberanía  debe residir en el Pueblo, bajo el  mismo argumento que en la Francia de 1791, dada por el abate Siéyes, de que no podía recaer la soberanía en mayorías circunstanciales e influenciables. Por ello es que en nuestro siglo XXI, se hace necesario rescatar el sentido esencial de la democracia, radicando en la soberanía popular, tema por lo demás postergado en 200 años de vida republicana, pues, ninguna de nuestras constituciones ha considerado la voluntad popular.
El caso que hemos señalado al inicio, es una muestra más del abandono de la soberanía popular que hace nuestro texto Constitucional, pues, nuestra Región, y específicamente los electores que sufragaron por el Senador Allamand han comprobado cómo no se acata la voluntad del pueblo, lo mismo ocurrió con la Senadora Matthei en otra región y con parlamentarios de la Concertación anteriormente como es el caso de la diputada Carolina Tohá por ejemplo. Otro elemento a considerar es el excesivo centralismo de los políticos profesionales, quienes no tomaron en cuenta siquiera el parecer de la militancia RN quienes bregaban por un reemplazante local a la vacante.
Por otra parte, aunque el antiguo artículo 47 de la CPR, planteaba ante el caso de generarse una vacante parlamentaria, que se ocuparía esta por el ciudadano acompañante de lista del que generó dicha vacante, se privilegia el partidismo binominal en contra de la voluntad popular. Justamente, el sistema electoral binominal elevado a rango constitucional por la ley 18.700 Orgánica Constitucional Sobre Votaciones Populares Y Escrutinios, es una muestra más de la  esencia antidemocrática y  la falta de consideración de la voluntad popular, bajo el argumento de privilegiar la estabilidad, beneficiando al sector político representado de manera exclusiva y excluyente en la Constitución de 1980.

Por último, el poder Ejecutivo, al nombrar en el gabinete ministerial a un Senador de la República electo democráticamente, no solo  desconoce la voluntad popular, sino que se inmiscuye en la órbita del poder Legislativo, cuestión que no sólo se efectuó bajo esta administración, sino también en las anteriores de la Concertación. Práctica que fué fuertemente criticada en su momento por el actual gobierno. 
En base a estos antecedentes, creemos que incluso, cualquier reforma en pos de respetar la voluntad popular, no está en la esencia de nuestra Constitución, marcando su claro tinte antidemocrático. Urge, no obstante, ante el dinamismo de las sociedades, y a la necesaria actualización de las normas jurídicas que la Constitución no sea rígida ni pétrea, pues se forma un conflicto entre la Constitución material, real y la Constitución jurídica, que lógicamente no es deseable. Por ello es que consideramos las siguientes propuestas, recogiendo el espíritu de la primera constitución moderna, la francesa de 1791, que en su artículo 1 del título VII sostenía: “La Asamblea Nacional Constituyente declara que la Nación tiene el derecho imprescriptible de cambiar su Constitución”.
Propuesta de Reformas Constitucionales:

· Que se mantenga la normativa de elección de un parlamentario por parte del partido político al cual pertenecía el que causó la vacante, pero sólo por motivos de fuerza mayor que no permitan al titular poder seguir ejerciendo el cargo como enfermedad grave, invalidez o muerte, para evitar que el Poder Ejecutivo intervenga nombrando parlamentarios en cargos públicos de dicho Poder.
· Que se restablezca la normativa Constitucional, que los Senadores tengan su residencia en la región a la que pretenden representar, incluso desde 2 años antes de ser nominados como candidatos. Para evitar el centralismo  y que las cúpulas políticas se repartan los cargos senatoriales en el país en desmedro de los políticos regionales, representativos de la población e intereses de cada región.
Que se prohíba la normativa que permite al Presidente de la Republica nombrar a parlamentarios como ministros de Estado y evitar así el intervencionismo del Poder Ejecutivo en el Poder Legislativo vulnerando la voluntad popular de quienes votaron por el parlamentario cuestionado.
· Fin al sistema electoral binominal y su cambio por uno proporcional y que respete las mayorías electorales.

· Posibilidad de reformar en su esencia la Constitución o bien, mediante un plebiscito vinculante, conformar una asamblea Constituyente para redactar una Nueva Constitución.
En base a estas propuestas creemos que se afirma la definición de Lincoln al definir la democracia como “el gobierno del pueblo, para el pueblo y por el pueblo”. Aunque en la actualidad a través de representantes, pero verdaderos representantes regionales y de la voluntad del pueblo.
